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S-2021 
Procedimiento: Ejecutivo 
Demandante:  Banco Comercial AV Villas S.A. 
Demandada:  IVANAGRO S.A. 
Radicado:                         05001 31 03 016 2020 00123 01 
Asunto:   Confirma sentencia impugnada 

  

TRIBUNAL SUPERIOR 
DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 
 

Medellín, siete (07) de febrero del dos mil veintidós (2022). 

  

Se ocupa la Sala de decidir el recurso de apelación interpuesto 

por la entidad financiera ejecutante, frente a la sentencia proferida por el 

Juzgado Décimo Sexto Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, el día 08 de 

marzo de 2021, dentro del trámite del proceso Ejecutivo, incoado por el Banco 

Comercial AV Villas S.A. en contra de la sociedad IVANAGRO S.A. Labor 

jurisdiccional que se acomete en el siguiente orden, 

 

II..  AANNTTEECCEEDDEENNTTEESS..  

 

11..  PPrreetteennssiioonneess..  La entidad financiera Banco AV Villas S.A. 

presentó, a través de apoderada judicial, demanda ejecutiva en contra de la 

sociedad IVANAGRO S.A. solicitando librar mandamiento de pago en contra de 

esta última, por la factura de venta número GX-305 por valor de $665.850.000 y, 

por los intereses moratorios sobre el anterior capital a la tasa máxima permitida, 

desde el 15 de marzo de 2020, día siguiente a la fecha de vencimiento y hasta 

cuando se haga efectivo el pago de la obligación. 

 

22..  FFuunnddaammeennttooss  ddee  hheecchhoo.. Como sustento fáctico de la solicitud 

de apremio, narró la apoderada del Banco demandante: 

 

2.1. Que la Sociedad Grupo De Expertos En Gestión E 

Innovación S.A.S., prestó un servicio a la sociedad Ivanagro S.A.S. por lo cual 

libró la factura GX-305 el día 15 de noviembre de 2019, con fecha de 

vencimiento el día 15 de marzo de 2020. 

 

2.2. Que la sociedad Ivanagro SAS acepta dicha factura el 15 de 

noviembre de 2019, conforme se observa en el acápite de recibido del título 

valor en el que se plasma: firma, sello y fecha por parte de dicha empresa. 
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2.3. Que la Sociedad Grupo De Expertos En Gestión E 

Innovación S.A.S, endosó en propiedad y con responsabilidad la factura No. GX-

305 a favor del Banco Comercial AV Villas y se la entregó al Banco físicamente, 

convirtiéndose así la entidad financiera en su legítimo tenedor, por lo que se 

encuentra legitimado para el ejercicio de la acción cambiaria. 

 

2.4. Que la sociedad demandada, a la fecha de presentación de 

la demanda, no ha cancelado ni ha efectuado ningún tipo de abono al Banco AV 

Villas S.A. de la Factura antes mencionada, por lo tanto, incurrió en mora desde 

el 15 de Marzo de 2020, día siguiente a la fecha de vencimiento de la Factura de 

venta No. GX-305 y sobre el capital mencionado en el acápite de las 

pretensiones se hacen exigibles intereses moratorios a la tasa máxima legal 

vigente. 

 

33..  AAccttuuaacciióónn  pprroocceessaall.. La demanda correspondió por reparto al 

Juzgado Décimo Civil del Circuito de Medellín, despacho que, mediante auto 

calendado el 19 de agosto de 2020, procedió a librar mandamiento de pago en 

los términos solicitados por la entidad financiera. 

 

3.1. Dicha determinación fue notificada a la sociedad demandada 

de manera personal, quien contestó la demanda dentro del término del traslado 

a través de apoderado judicial, desmintiendo los hechos de la demanda. Así, 

señaló que no era cierto que la sociedad Grupo De Expertos En Gestión E 

Innovación S.A.S., le haya prestado algún servicio informático a la sociedad 

demandada y, que la factura a la que se alude, con fecha de creación el 15 de 

noviembre de 2019, nunca fue aceptada de forma legal por la empresa 

demandada, pues, se trata de un acto o negocio jurídico fraudulento que fue 

denunciado ante la Fiscalía General de la Nación y está siendo investigado por 

el Fiscal 70 Seccional de la Unidad de Delitos contra el Patrimonio de Medellín, 

con CUI 0500160002482020-01552.  

 

En efecto, agrega que se trató de una estafa, un hurto generado 

por las acciones o hechos del señor Oscar Alberto Aguirre Restrepo, quien 

laboraba como contador de IVANAGRO S.A.; y, quien presuntamente en asocio 

con la empresa Gextion: Grupo De Expertos En Gestión E Innovación S.A.S., 

crearon varios títulos valores de servicios que nunca fueron prestados, con la 

única finalidad de desfalcar a la sociedad Ivanagro S.A. y apropiarse de esos 
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dineros de manera ilegal o ilícita. Por ahí mismo, blandió las 

excepciones de mérito que denominó: i) omisión de los requisitos que el título 

debe contener y que la ley no suple expresamente; ii) inexistencia de endoso y 

no negociabilidad del título; iii) inexistencia del negocio jurídico que dio origen a 

la creación y transferencia del título; iv) falta de representación o de poder 

bastante de quien haya suscrito el título a nombre del demandado. 

 

44..  LLaa  sseenntteenncciiaa  aappeellaaddaa..  Agotado el trámite probatorio y legal 

pertinente, el juez a-quo profirió sentencia el pasado 08 de marzo de 2021, en la 

que declaró probada la excepción denominada falta de representación o de 

poder bastante de quien haya suscrito el título a nombre del demandado”, 

prevista en el tercer ordinal del artículo 784 del Código de Comercio, por ahí 

mismo, ordenó el levantamiento de las medidas cautelares decretadas al interior 

del proceso y condenó en costas a la parte demandante.  

 

Para arribar a esta conclusión, luego de estudiar la prueba 

documental y la testimonial recaudada, advirtió el funcionario que el señor Oscar 

Alberto Aguirre, empleado quien suscribió en nombre de la empresa demandada 

la factura GX-305 por valor de $665.850.000 y el endoso puesto en 

conocimiento por parte de la empresa emisora del título, no tenía la 

representación legal de la misma, para lo cual bastaba a la entidad financiera 

tener la diligencia de observar el certificado de existencia y representación de 

aquella, con el fin de consultar las calidades del supuesto representante y las 

funciones del mismo, a efectos de obligarla legalmente, de manera que ningún 

negocio realizado bajo esas condiciones, podía ser oponible a la sociedad 

ejecutada. Así mismo, entendió el funcionario que tampoco se demostró que el 

aceptante de la factura tuviera una representación aparente de la empresa, a 

voces del artículo 842 del Código de Comercio, como que la parte actora solo 

manifestó que con el empleado que aceptó la factura y el endoso se realizaron 

varias operaciones anteriores a nombre de la empresa demandada, pero no 

aportó prueba alguna de tal aseveración. 

 

Seguidamente advirtió que, tanto la empresa libradora del título 

ejecutivo, como la empresa ahora cesionaria, debieron consultar las facultades 

del supuesto representante, antes de celebrar con él cualquier negociación que 

afectara a la empresa, pero quedó claro que ello no ocurrió, por tanto, mal podía 

entenderse que están exentas de culpa, máxime si se trata de una entidad 
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bancaria, que se supone experta en negocios mercantiles dada 

su naturaleza y objeto social, es decir, más que cualquier otra persona jurídica, 

las entidades bancarias, como lo demuestran a diario en sus operaciones, 

debían revisar y estudiar las condiciones jurídicas de las personas con las que 

celebran negocios de tal naturaleza. Agregó el funcionario, que si la factura 

cambiaria llegó a manos de la entidad financiera ejecutante en virtud de una 

operación de factoring o compra de cartera, acorde a los artículos 7 y 8 de la ley 

de factoring (ley 1231 de 2008), aplicable a este caso, conforme el principio de 

la buena fe, se le imponía verificar la procedencia y ejecutabilidad de los títulos 

que adquiriera, de ahí que no se puede tener como adquirente de buena fe a la 

entidad endosataria, en virtud a su actuar negligente y descuidado frente a los 

actos del supuesto representante legal de la entidad empresarial demandada.  

 

En esos términos advirtió, que la entidad ejecutante carecía de 

legitimación cambiaria para exigir de su demandado el importe de la factura, en 

el sentido que la pretensión ejecutiva no superaba el examen de los medios de 

oposición alegados por la sociedad demandada y la discusión de los derechos 

que derivan del título para el ejecutante, de ahí que ejecución debiera cesar, 

concluyó.  

 

55..  LLaa  aallzzaaddaa.. Contra lo decidido se alzó la parte demandante 

arguyendo, en síntesis, que el juez desconoció los artículos 621 y 773 del 

Código de Comercio, dado que la factura podía ser aceptada de forma tácita, de 

modo que la aceptación de la factura que motiva el presente trámite no se 

desprende del documento del 15 de noviembre de 2019, suscrito por el señor 

Óscar Alberto Aguirre Restrepo, sino de una aceptación tácita de la factura, toda 

vez que el inciso tercero artículo 773 del C. Co., es claro en señalar que la 

factura se entiende irrevocablemente aceptada si no es protestada dentro del 

término legalmente establecido para ello. 

 

Que aún en el remoto evento en que por cualquier motivo se 

considere que no hubo una aceptación tácita de la factura como suficiente, de 

todas maneras, incurrió el a quo en un contraevidente error al pretermitir la 

aplicación de normas sustantivas, pues Ivanagro S.A.S. no podía alegar falta de 

representación o indebida representación de la persona que reciba la mercancía 

o el servicio en sus dependencias, para efectos de la aceptación del título valor. 



                                                                                        M. P. Julián Valencia Castaño                                           
                                                             
                                                                   

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

5 

Con mayor razón, el Juzgador no podía haber declarado como 

inválido el título valor, por ese motivo. 

 

Alegó, así mismo, que el juez de primera instancia, confunde la 

aceptación de la factura con la aceptación del endoso, pues, para el efecto, 

señala que la factura se encontraba irrevocablemente aceptada y, por tanto, 

respecto del endoso, no era necesario que este fuese aceptado, por tratarse de 

un acto unilateral. 

 

Que, el a quo, inaplicando nuevamente las normas sustantivas 

llamadas a regular el asunto, impuso a la entidad ejecutante la carga de 

demostrar su buena fe exenta de culpa, cuando le correspondía a la parte 

ejecutada demostrar su mala fe o su culpa. 

 

Acorde con lo anterior, agregó el recurrente que la sentencia 

proferida por el a quo desconoce la autonomía de los títulos valores y obliga a 

todas las empresas de factoring a verificar los requisitos y facultades de los 

negocios subyacentes, posición que desconoce, además, las múltiples normas 

jurídicas que regulan la creación y circulación de los títulos valores, así como los 

principios fundantes de los títulos valores en el país.  

 

Expuestos así los antecedentes que dieron lugar al segundo 

grado de conocimiento y satisfechos los presupuestos para decidir de fondo, 

procede la Sala a decidir el recurso con fundamento en las siguientes,  

  

IIII..  CCOONNSSIIDDEERRAACCIIOONNEESS..  

 

11..  PPrreessuuppuueessttooss  pprroocceessaalleess.. Del examen preliminar realizado al 

proceso, se establece que los diversos presupuestos procesales concurren a 

cabalidad para dictar el fallo de mérito que desate la impugnación vertical, de 

igual manera, no se observa alguna irregularidad que afecte la validez de la 

actuación desarrollada. 

 

2. La factura cambiaria como título valor. Conocido es que 

todo título valor que satisface los requisitos generales prescritos en el artículo 

621 del C. de Co. y los especiales contemplados por el mismo estatuto para 

cada uno en particular, goza de ser considerado título ejecutivo. 
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En concordancia con lo anterior, se tiene que uno de los 

documentos plausibles de prestar mérito ejecutivo, y a la vez encarnar una 

obligación de tipo cambiario, es la factura de venta, tipificada en el artículo 772 

del C. de Co., modificado por el artículo 1° de la Ley 1231 de 2008, la cual 

puede ser definida como aquel título valor, de contenido crediticio o 

representativo, librado en original y dos copias por el vendedor o prestador de 

un servicio, y firmado por el comprador o destinatario de la prestación, tras la 

entrega real de un bien o la prestación efectiva de un servicio, al que antecede 

un contrato verbal o escrito de compraventa de mercaderías o de prestación de 

servicios.  

 

Ahora, son elementos esenciales especiales de este título valor, 

exigidos por el C. de Co en su artículo 774, modificado por el art. 3 de la Ley 

1231 de 2008: (i) la fecha de vencimiento; (ii) la fecha de recibo de la factura, 

con indicación del nombre o identificación o firma del encargado de recibirla; y, 

(iii) la constancia sobre el estado del pago del precio y condiciones. Y 

requisitos generales, también esenciales: (i) La mención del derecho que en el 

título se incorpora, y: (ii) la firma de quien lo crea (Art. 621 del C. de Co.) 

 

Además, son requisitos esenciales especiales, exigidos por el 

estatuto tributario: (i) los nombres y apellidos, razón social, y NIT del librador de 

la factura; (ii) los nombres y apellidos, razón social y NIT del adquirente de los 

bienes o servicios y la discriminación del IVA pagado; (iii) el número consecutivo 

de la factura (iv) su fecha de expedición (v) la descripción de los artículos 

vendidos o prestados; (vi) el valor total de la operación; (vii) el nombre o razón 

social, y NIT del impresor de la factura, y; (viii) la calidad de retenedor del 

impuesto sobre las ventas. 

 

2.1. Pero además de los señalados requisitos, debe tenerse en 

cuenta el texto del artículo 773 del C. de Co., modificado por el art. 2 de la ley 

1231 del 2008, que establece el régimen de aceptación de la factura. Veamos la 

norma: 

 

“…ARTÍCULO 773. ACEPTACIÓN DE LA FACTURA.  Una vez que la 

factura sea aceptada por el comprador o beneficiario del servicio, se 

considerará, frente a terceros de buena fe exenta de culpa que el contrato 
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que le dio origen ha sido debidamente ejecutado en la forma 

estipulada en el título.  

 

El comprador o beneficiario del servicio deberá aceptar de manera expresa 

el contenido de la factura, por escrito colocado en el cuerpo de la misma o 

en documento separado, físico o electrónico. Igualmente, deberá constar el 

recibo de la mercancía o del servicio por parte del comprador del bien o 

beneficiario del servicio, en la factura y/o en la guía de transporte, 

según el caso, indicando el nombre, identificación o la firma de quien 

recibe, y la fecha de recibo. El comprador del bien o beneficiario del 

servicio no podrá alegar falta de representación o indebida representación 

por razón de la persona que reciba la mercancía o el servicio en sus 

dependencias, para efectos de la aceptación del título valor. 

 

La factura se considera irrevocablemente aceptada por el comprador o 

beneficiario del servicio, si no reclamare en contra de su contenido, bien sea 

mediante devolución de la misma y de los documentos de despacho, según 

el caso, o bien mediante reclamo escrito dirigido al emisor o tenedor del 

título, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su recepción. En el 

evento en que el comprador o beneficiario del servicio no manifieste 

expresamente la aceptación o rechazo de la factura, y el vendedor o emisor 

pretenda endosarla, deberá dejar constancia de ese hecho en el título, la 

cual se entenderá efectuada bajo la gravedad de juramento. (Inciso modificado por 

el artículo 86 de la Ley 1676 de 2013) 

 

PARÁGRAFO. La factura podrá transferirse después de haber sido 

aceptada por el comprador o beneficiario del bien o servicio. Tres (3) días 

antes de su vencimiento para el pago, el legítimo tenedor de la factura 

informará de su tenencia al comprador o beneficiario del bien o servicio. 

 

2.2. A partir de estas normas se diferencian dos actos que deben 

cumplirse para que la factura adquiera la condición de título valor, toda vez que 

nos encontramos frente a un título de naturaleza especial y calificada: i) La 

comprobación del recibo de la mercancía o del recibo del servicio 

prestado, que debe constar en la factura, tal como lo indica el aparte resaltado 

de la norma; ii) La aceptación de la factura por parte del comprador del bien o 

del servicio, que puede darse de dos maneras: a). Expresa, esto es por escrito 

colocado en el cuerpo de la misma o en documento separado, físico o 

electrónico. b). Tácita: cuando dentro de los tres (03) días calendario siguientes 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1676_2013_pr002.html#86
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a su recepción el comprador o beneficiario del servicio no 

manifiesta expresamente la aceptación o rechazo de la factura, no reclama en 

contra de su contenido, bien sea mediante devolución de la misma y de los 

documentos de despacho, según el caso, o bien mediante reclamo escrito 

dirigido al emisor o al tenedor del título. 

 

En este punto hay que resaltar que no porque simplemente se 

ponga una firma de un empleado sobre una factura, como certificando que 

recibió tal o cual mercancía o que se enteró de que a la empresa para la cual 

labora se prestó tal o cual servicio, sea suficiente para satisfacer los requisitos 

de la aceptación tácita, pues si bien el legislador en ese afán por darle una mejor 

dinámica a las facturas de compraventa cambiarias y salirle al paso a la 

dificultad que había de antes, en cuanto los deudores de la factura se 

escudaban en que el empleado que firmó no los representa y por eso el mismo 

legislador impidió que esa pudiera ser una justificación para el no pago de la 

factura, no obstante, ha de verse lo difícil que resulta admitir así nada más una 

factura como título valor, cuando ni siquiera tiene la firma del deudor, sino que la 

aceptación se presume porque un supuesto empleado suyo la ha firmado en 

calidad de recibido, situación que impone a los jueces el mayor celo, porque no 

puede ser que por el mero hecho que una factura lleve firma y sello de un 

empleado de la empresa X, por ese mero aspecto el empresario deudor quedó 

obligado cambiariamente, cuando tan siquiera recibió ninguna mercancía y 

cuando tampoco recibió ningún servicio y todo se hizo en forma fraudulenta a 

sus espaldas, lo que implica que esa firma de recibido debe provenir de un 

verdadero empleado de dicha empresa con funciones para hacerlo, hasta el 

punto que lo que debe quedar probado es que la mercancía sí se recibió o que 

el servicio si se le prestó a la empresa, pues ya lo dijo por anticipado el mismo 

legislador en el artículo 772 del C de Comercio cuando en el inciso segundo 

dice: “…No podrá librarse factura alguna que no corresponda a bienes 

entregados real y materialmente o a servicios efectivamente prestados en 

virtud de un contrato verbal o escrito…”, mandato que no obra solamente 

para el vendedor de las mercancías o servicios y creador de la factura, sino para 

todo tercero adquirente de la factura. 

 

Esta nota nos pone en alerta sobre una modulación necesaria de 

la teoría de los títulos valores, al menos en cuanto la factura cambiaria de 

compraventa, por cuanto no es posible admitir que con el simple endoso queda 
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el cesionario a salvo de las excepciones cambiarias que se le 

puedan proponer, cuando, en realidad, por tratarse de un título valor causal que 

no tiene cómo ocultar el negocio subyacente, impone al adquirente la mayor 

buena fe exenta de culpa, debiendo cerciorarse al menos que la mercancía o los 

servicios sí hayan tenido una causa real frente al deudor, pues de no exigirse 

así, se estarían propiciando en el tráfico mercantil marcados abusos del derecho 

y delitos que necesariamente van a ir en contra del comerciante que obra de 

buena fe y de paso van a dar entierro de tercera categoría a la factura cambiaria 

de compraventa, por lo que debemos advertir que “presunción de aceptación 

tácita sí, pero solo cuando haya indicios de que la mercancía sí se recibió 

o que el servicio sí se prestó”, pues, de lo contrario, no habría factura 

cambiaria, como adelante se explicará más a espacio.  

 

3. El endoso es, por excelencia, la forma en que se transfieren 

los títulos valores a la orden, como lo es la factura cambiaria, transferencia 

especial que permite la conservación y permanencia de los principios de 

autonomía y abstracción del título valor, e impiden que los deudores puedan 

invocar frente a los endosatarios alguna excepción personal o derivada del 

negocio causal que dio origen a la creación de los cartulares. Sobre esta 

materia, en forma genérica y de acuerdo con la teoría de los títulos valores, la 

jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema ha sostenido 

que: “…en definitiva, las dos notas características y esenciales de los títulos en sus 

distintas formas son: el título sirve para transferir el crédito incorporado, es decir para 

hacer adquirir el derecho del ‘tradens’ al ‘accipiens’ con eficacia respecto a los terceros 

y particularmente respecto al deudor.  En los títulos se sustituye la notificación propia 

de la cesión ordinaria por la tradición del documento –sola o acompañada del endoso o 

de la inscripción y–, y el título tiene la particular forma de hacer adquirir al accipiens de 

buena fe el derecho incorporado, aunque no perteneciese al cedente. Este segundo 

carácter se suele expresar con la fórmula de atribución “al poseedor de un derecho 

autónomo frente al emitente1”. Sin embargo, como más adelante se explicará, de 

los arts. 772 y 773 del C de Co., como del artículo 7 de la ley 1231 del 2008, es 

posible advertir que por tener la factura de venta cambiaria un origen causal, al 

tiempo que el endosatario debe obrar revestido de buena fe exenta de culpa, es 

posible que el tenedor legítimo quede expuesto a que su antagonista deudor le 

pueda proponer las excepciones causales. 

                                                           
1. Cfr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil.  Sentencia del 5 de noviembre de 1956. 
Gaceta Judicial t. LXXXIV, pp. 318 y 319.  Reiterada en la Sentencia del 18 de febrero de 1972 M.P. 
José María Esguerra Samper. 
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El endoso puede ser en propiedad, en garantía o en 

procuración, y sólo respecto del primero de ellos surte efectos totales la 

transferencia del título valor del endosante al endosatario, quien será en 

adelante quien ostente la propiedad sobre estos bienes. De esta forma, para que 

una transferencia por endoso surta plenos efectos es necesario que la misma se 

efectúe antes del vencimiento del respectivo título valor. 

 

4. Principio de autonomía en los títulos valores. Naturaleza, 

función y aplicación. El artículo 619 del Código de Comercio define los títulos 

valores como los “documentos necesarios para legitimar el ejercicio del derecho 

literal y autónomo que en ellos se incorpora”. A partir de esa definición legal, la 

doctrina mercantil ha establecido que los elementos o características esenciales 

de los títulos valores son la incorporación, la literalidad, la legitimación y la 

autonomía. 

 

Bajo el imperio de los ritos comerciales, ha sido copiosa tanto la 

doctrina como la jurisprudencia al otorgarle un carácter principialístico a tales 

elementos, dentro de los cuales destacamos el de la autonomía, bajo esta 

connotación, dicho principio versa sobre el ejercicio independiente del derecho 

incorporado en el título valor, por parte de su tenedor legítimo. Ello refleja la 

posibilidad de transferir el título a través del mecanismo del endoso, como 

también, el carácter autónomo del derecho que recibe el endosatario por parte 

de ese tenedor, mismo que, entre otras cosas, como se dijo, produce el efecto 

benéfico para el endosatario de quedar a salvo en cuanto que el deudor no 

puede proponerle al tenedor de buena fe las excepciones personales ni las 

originadas en el negocio causal, sino únicamente las propias de la transferencia 

del título valor por medio del endoso, no obstante que respecto de la factura 

cambiaria es posible que si el endosatario no obró de buena fe exenta de culpa, 

quedará expuesto a que por tratarse de un título causal se le puedan proponer 

las excepciones causales, como más adelante veremos.  

 

4.1. Conforme lo expuesto, cabe aclarar que en la relación 

documental o cartular se descubre, entre sus intervinientes, la doble relación 

jurídica, así, una relación causal, básica o fundamental, que es el negocio 

jurídico subyacente que generó la relación entre las partes, que puede ser una 

compraventa, un mutuo, una donación, etc. y, por otra parte, una relación 

cartular, resultante del documento emitido con características y efectos propios 
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que origina acciones también diversas de las que resultan de la 

relación fundamental o básica, precisamente, es aquí donde opera en toda su 

lucidez el principio de la autonomía, por eso con toda razón, ha dicho el maestro 

Bernardo Trujillo: “La autonomía activa. Por este aspecto, la autonomía emerge 

de la propia definición de título valor (art. 619). Ella no es otra cosa que la 

facultad de recibir y poder ejercer un derecho cartular originario y no derivado 

del endosante…2”    

 

Bajo esta lógica, el artículo 782 del Código de Comercio reconoce 

la titularidad de la acción cambiaria a favor del tenedor legítimo del título valor, 

para que pueda reclamar el pago del importe del título, los intereses moratorios 

desde el día del vencimiento, los gastos de cobranza y la prima y gastos de 

transferencia de una plaza a otra, si a ello hubiera lugar, quedando a salvo el 

adquirente por endoso de las excepciones personales y causales que pudiera 

proponer el deudor al otorgante, habida excepción de las facturas cambiarias 

por tratarse de un título valor causal, pues no tienen cómo ocultar en su 

literalidad el negocio jurídico que les dio existencia, es por lo que a los tenedores 

se les exige haber obrado con buena fe exenta de culpa, so pena que se vean 

abocados a soportar las excepciones causales que el deudor les proponga.  

 

4.2. A su vez, habida consideración de las características 

particulares de los títulos valores, la normatividad mercantil establece un listado 

taxativo de excepciones que pueda oponer el demandado al ejercicio de la 

acción cambiaria, contenido en el artículo 784 ejusdem.; sin embargo, existen 

excepciones a dicho principio, entre las cuales mencionamos la consagrada en 

el art. 784.12 del C de Comercio, en cuanto que el tenedor de mala fe no puede 

beneficiarse de dicha ventaja cambiaria y por eso a él pueden oponerse las 

excepciones causales, aunque no haya participado del negocio jurídico que dio 

origen al título valor; mientras que, la segunda excepción, se halla contemplada 

en el art. 652 del C de Comercio, misma que hace relación a que cuando el título 

a la orden se cede en forma distinta al endoso, se produce el efecto de que si 

bien el adquirente se subroga en todos los derechos, no obstante, queda 

expuesto a que el deudor le pueda proponer todas las excepciones que hubiere 

podido proponerle al enajenante; y, por último, como lo dispone el art. 660 del 

Co. de Comercio, la tercera excepción tiene que ver con el hecho de que cuando 

el endoso es posterior al vencimiento, se producen los efectos de la cesión 

                                                           
2. TRUJILLO, Bernardo. De los Títulos Valores. Tomo I, parte general, décimasexta edición. Pág., 63  
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ordinaria, es decir, al igual que en los casos anteriores, 

tampoco se aplica en toda su extensión y contenido el principio de la autonomía, 

hipótesis todas bajo las cuales el nuevo adquirente queda expuesto a que el 

deudor lo venza a través de las excepciones tanto personales como causales 

que hubiera podido proponerle al cedente o enajenante.  

 

5. Caso concreto. Concierne recordar que, en su fallo, el juez a 

quo hizo obrar la excepción de “…falta de representación o poder bastante de 

quien haya suscrito el título a nombre del demandado…”, centrando su 

fundamentación en la ausencia de las calidades del señor Oscar Alberto Aguirre 

Restrepo, como representante legal de la empresa demandada y, por ende, 

carente de esas funciones al interior de la entidad empresarial, a efectos de 

obligarla legalmente, lo cual relacionó con la falta de diligencia por parte de las 

entidades emisoras del título, de observar el certificado de existencia y 

representación de la sociedad demandada, con el fin de consultar tan 

trascendental aspecto, tal circunstancia, entonces, le impedía tener a la entidad 

financiera ejecutante como de buena fe exenta de culpa y, por ende, se le podía 

enrostrar la aludida excepción. 

 

5.1. De ahí que, la exteriorización del recurso de apelación, revele 

que el fundamento del mismo es el hecho de que la factura fue aceptada de 

forma tácita, conducta a la que se aferra el recurrente, como una inacción de la 

sociedad frente a la cual se está poniendo de presente el título valor y, a partir 

de la cual atribuye una serie de consecuencias jurídicas, a saber: i) que la 

factura quedó irrevocablemente aceptada, conforme el inciso 3° del artículo 773 

del Código de Comercio y, con ello bastaba para abrir paso a las pretensiones 

de la demanda; ii) que la sociedad Ivanagro S.A. no podía alegar la falta de 

representación o indebida representación de la persona que reciba la mercancía 

o el servicio en sus dependencias, para efectos de la aceptación del título valor; 

iii) que la sociedad Ivanagro S.A. como obligado principal dentro de la relación 

cartular, no tenía ninguna necesidad de aprobar o improbar el endoso; iv) Que 

se le impuso la carga de demostrar su buena fe exenta de culpa, cuando, le 

correspondía a la parte ejecutada demostrar su mala fe o su culpa y, v) que la 

sentencia proferida por el a quo desconoce la autonomía de los títulos valores, y 

obliga a todas las empresas de factoring a verificar los requisitos y facultades de 

los negocios subyacentes. 
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5.2. Hemos de ver que la entidad financiera ejecutante 

pretende obtener el pago de la factura número GX-305 por valor de 

$665.850.000,oo, título valor con fecha de vencimiento del 14 de marzo del año 

2020, que supuestamente corresponde a la incorporación del derecho 

equivalente al valor de los servicios  informáticos denominado: “…desarrollo de 

Software en la nube para proyectos…”, creada en desarrollo del objeto social 

de la empresa emisora Gextión: Grupo De Expertos En Gestión E Innovación 

S.A.S., servicio que dice haber prestado al proyecto informático de Ivanagro 

S.A.S. Manifiesta entonces en su demanda, la entidad AV Villas S.A., que 

adquirió por endoso en propiedad y, con responsabilidad, el aludido título valor, 

de parte de la sociedad Gextión: Grupo de Expertos en Gestión e Innovación en 

fecha anterior al vencimiento que data del 15 de noviembre de 2019 y que, una 

vez vencido el plazo, procedió a requerir a la sociedad demandada para obtener 

el pago de los mismos. Ante su negativa, inició la presente acción ejecutiva. 

 

5.3. Para sostener la existencia de la aceptación tácita se apoya 

en lo dispuesto en el inciso primero del artículo 773 del Código de Comercio, 

pues, indica que la factura fue remitida a dicha empresa y esta dejó pasar más 

de los tres días de que habla la norma citada ut supra, sin objetar ni reclamar 

por la efectividad de la prestación del servicio informático que por ese medio se 

le cobró.  

 

6. Bien, cabe decir inicialmente que, cuando la obligación se 

encuentra contenida en un título valor como lo es una factura cambiaria de 

compraventa, el legislador previó la necesidad de cumplir con el requisito de 

aceptación contemplado en el art. 773 de la ley comercial, acto a través del 

cual, se entiende perfeccionado el negocio que le dio origen y con ello surge 

claramente la obligación a cargo del comprador o beneficiario del servicio, 

de pagar el importe en ella consignado. De esta manera lo ha explicado la 

doctrina: “…Para que pueda hablarse del comprador como obligado cambiarlo es 

necesario que él acepte la factura cambiaria, es decir, que asuma el compromiso de 

pagar cambiariamente la suma de dinero que se incorpora al título. Dicho 

compromiso se entiende dado en el momento en que estampa su firma en señal 

de aceptación. Esa aceptación puede configurarse acudiendo a un representante 

legal…”3  

 

                                                           
3 RAMIRO RENGIFO, Títulos Valores, Octava Edición, Señal Editora, Medellín, 1996, pág. 332 -333. 
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6.1. No obstante, como se observa a lo largo de la instrucción 

del proceso, las partes difieren sobre este punto, pues mientras el demandante 

apelante indica que la factura quedó irrevocablemente aceptada y, con ello 

bastaba para abrir paso a las pretensiones de la demanda, este hecho es 

desconocido por el ejecutado, quien pone en tela de juicio el contexto 

negocial bajo el cual operó dicha aceptación y, por contragolpe, también 

desvirtúa la compra y/o efectiva prestación del servicio informático que dio 

origen a la factura GX-305, criterios dispares y contradicciones que reflejan la 

dificultad de hallar la real fuente jurídica de la obligación que aquí se cobra, 

convirtiéndose el punto, precisamente, en la cuestión neurálgica que debe 

resolver la Sala, por lo que estamos nada menos que frente a una especie de 

presunción legal que admite prueba en contrario y la prueba sobre ese punto es 

lo que debe resolverse primero. 

 

6.2. Ahora bien, es cierto que la jurisprudencia de la Honorable 

Corte Suprema de Justicia por vía de tutela y con ocasión de una vía de hecho, 

ha indicado que el tópico concerniente a la constancia de prestación de servicios 

o entrega de mercancías de cara a la factura cambiaria, se envuelve en la 

acreditación del presupuesto de la aceptación expresa o tácita, pero también y 

por ahí mismo de forma contundente ha señalado que “…para dilucidar si una 

factura se libró producto de una entrega efectiva de mercancías o servicios, el 

mérito ejecutivo de dicho documento ha de derivarlo el juzgador de si operó la 

aceptación…” Agrega la Corte, que el tema de la entrega de mercancía o 

prestación de servicios: “…además de envolverse en el presupuesto de la 

aceptación, puede ser de los puntos que ligados a un debate sobre cumplimiento 

o incumplimiento contractual, seguramente será objeto de definición en el cauce 

subsecuente de aquella contienda; en el escenario procesal correspondiente…”4.  

 

Y aunque tal parece que en aquella oportunidad la contienda 

surgió directamente entre el creador de la factura y el deudor, de todas maneras 

y mutatis mutandis es válido el mismo comentario frente al tercero adquirente de 

la factura, ya sea a través del sistema Factoring o compra de cartera como en 

este caso, ora por la vía del endoso, pues las reglas que rigen la factura 

cambiaria de compraventa apuntan hacia la legitimidad de la misma, toda vez 

que una factura solo puede ser expedida cuando corresponde a un negocio 

jurídico real de compraventa de mercancías o prestación de servicios, lo que 

                                                           
4 CSJ. STC9542-2020. Radicación n.° 11001-02-03-000-2020-02816-00. M.P. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo 
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impone al tenedor de buena fe obrar sin culpa y por eso es que 

queda expuesto a que el deudor le proponga las excepciones causales.   

 

Lo anterior se estima lógico, dado que la correcta operancia de 

la aceptación sea expresa, ora tácita, supone que previamente se haya 

prestado el servicio al comprador o beneficiario del mismo, de ahí que el artículo 

2° de la ley 1231 de 2008 indique “…Una vez que la factura sea aceptada por el 

comprador o beneficiario del servicio, se considerará, frente a terceros de 

buena fe exenta de culpa que el contrato que le dio origen (…) el comprador del 

bien o beneficiario del servicio no podrá alegar falta de representación o 

indebida representación por razón de la persona que reciba la mercancía o el 

servicio en sus dependencias, para efectos de la aceptación del título valor…”.  

Dicho de otra manera, para tener por aceptada una factura en cualquiera de sus 

modalidades debe mirarse obligatoriamente si existe una relación previa 

contractual, verbal o escrita, merced a que, se itera, conforme lo indica el 

artículo 1° de la ley en cita, que modificó el artículo 772 del C de Comercio: 

“…No podrá librarse factura alguna que no corresponda a bienes 

entregados real y materialmente o a servicios efectivamente prestados en 

virtud de un contrato verbal o escrito…”.  

 

6.3. De tal suerte que, “sin estar ese presupuesto debidamente 

demostrado en el presente proceso”, no es admisible que el ejecutante 

espere que se ordene continuar con la ejecución o, para ir más lejos, que diga 

haber negociado una factura cambiaria y que no le correspondía más diligencia 

que su adquisición mediante una operación de Factoring y la consiguiente 

cesión por endoso, puesto que, como en este caso particular el thema 

decidendum debe estar signado por la naturaleza de la excepción causal que 

se propone. Se parte de este aserto, dada la naturaleza eminentemente causal 

de la factura, la cual, para nacer a la vida jurídica requiere la real ejecución del 

contrato, como que: “…La causa es la venta de un bien o el suministro de un 

servicio, que han sido efectivamente dados, pues la ley expresamente dice en 

su artículo primero que no podrá librarse factura que no corresponda a bienes 

entregados real y materialmente, o a servicios efectivamente prestados. Por su 

parte, el artículo 2 indica que una vez la factura sea aceptada, se considerará 
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frente a terceros de buena fe exenta de culpa que el contrato 

que le dio origen ha sido debidamente ejecutado…”5. 

 

6.4. Dado ese elemento representativo y concreto inherente a ese 

instrumento cambiario, la doctrina también se ha referido a la procedencia de las 

excepciones causales a las que se expone cualquier tenedor de un título con 

esa característica: “…Por ser un título causal, cualquier tenedor del título está sujeto a 

que el deudor, le pueda proponer excepciones derivadas del negocio causal, que dio 

origen al título, así él no haya sido parte en el contrato  

(…) 

El artículo 7 de la ley, parece querer insistir en tal posibilidad, cuando 

expresa: “…únicamente para efectos del pago, se entiende que el tercero a quien se 

le ha endosado la factura, asume la posición del emisor de la misma…” aunque el 

texto no es ni técnico ni claro, lo que se puede concluir es que ese endosatario que 

va a cobrar es tratado como si fuera parte del negocio causal y, por lo tanto, 

susceptible de ser atacado con las excepciones que tengan que ver con el 

incumplimiento, pues la constancia del cumplimento debe aparecer en el título, y la 

misma ley la presupone, en ese sentido, las excepciones tendrían que referirse a 

asuntos menos probables como podrían ser los vicios del negocio”6. 

 

7. De esta manera, lo que cabría preguntar es ¿bajo qué contexto 

negocial se creó y remitió la factura que vertebra la presente ejecución, si como 

alega la entidad demandada hay ausencia de la compra o de la prestación de un 

verdadero servicio de software que sustente su emisión? Ha de indicarse que el 

tejido negocial que dio pie a la emisión de la factura, genera un manto de duda 

sobre el conocimiento que pudo tener la empresa de ese documento, por cuanto 

no existe una constancia en el expediente, sobre la forma cómo la factura llegó o 

se puso en conocimiento de la empresa ejecutada, si por el correo electrónico 

de la gerencia, ora por servicio postal certificado con copia debidamente 

cotejada y sellada por la empresa que la remitió y la constancia expedida por la 

empresa postal sobre su entrega en la dirección correspondiente. Con esta 

constancia se podría establecer: si la factura transitó por las diferentes 

dependencias de la empresa y que realmente nada se haya hecho a sus 

espaldas o con su complacencia, pero, en verdad, no aparece alguna acción 

u omisión de la empresa que permita inferir que tan siquiera existió un 

procedimiento interno con la factura, en torno a deducir un asentimiento tácito a 
                                                           
5 Rengifo, Ramiro y Norma Nieto Nieto. "Facturas comerciales comentarios a la Ley 1231 de 17 de julio de 

2008". Pág. 31. Texto Recuperado de https://revistas.udea.edu.co/index.php/red/article/download/2406/1959/ 
6 Ib. Pág. 31. Recuperado de https://revistas.udea.edu.co/index.php/red/article/download/2406/1959/ 

https://revistas.udea.edu.co/index.php/red/article/download/2406/1959/
https://revistas.udea.edu.co/index.php/red/article/download/2406/1959/
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la compra, adquisición o prestación del servicio que representa 

y que ella hubiere quedado realmente enterada de su existencia, sin que la parte 

ejecutante haya hecho nada por demostrar lo contrario, pues de ella se 

esperaba la mayor diligencia para que se pudiera tener por un tenedor de buena 

fe exenta de culpa frente al título valor. 

 

7.1. Tampoco puede desdeñar el Tribunal la existencia del 

contrato firmado por los representantes legales de cada empresa, en virtud del 

cual, dice la misma ejecutante que se emitió la factura y el cual denominaron los 

contratantes: “…contrato de prestación de servicios para la formulación de proyectos 

bajo la modalidad “riesgo compartido”, cuyo objeto era “1. Formulación y 

Presentación de proyectos ante entidades como: Sena, Colciencias, Innpulsa, Ruta N, 

el cual comprende: A) Definir el cronograma de trabajo con los diferentes actores de los 

proyectos que tengan como resultado entregar los proyectos oportunamente ante la 

entidad; B) Velar por el cumplimiento de los requisitos exigidos (documentación 

requerida) dentro del marco de la convocatoria seleccionada; C) Construcción de la 

propuesta, objetivos, metodología, estado del arte, actividades, impactos, resultados, 

etc; D) Elaboración detallada del presupuesto, F) Verificar la disponibilidad de los 

recursos tanto en dinero como en especie, destinados para el desarrollo de los 

proyectos referentes a la Convocatorias elegidas…”.  

 

7.2. Sin embargo y muy a pesar de la existencia del contrato ya 

destacado, para lo que concierne a este caso, lo que llama la atención es que 

ese contrato se firmó con el representante legal de la empresa Iván Darío 

Franco Cárdenas, a quien la contratista, también representante legal de Gextión, 

conforme lo plasmado en la cláusula sexta, quedó de presentarle informes y 

copias del proyecto en la medida de su realización, es decir, conforme las 

condiciones y características mismas del contrato, el servicio se iba utilizando 

según las necesidades de la empresa contratante Ivanagro, pero, tal vez, lo más 

importante, es que en la cláusula novena, se estableció como canal de 

comunicación entre dichos contratantes, el correo de la gerencia de la empresa 

Ivanagro S.A. “…gerente@ivanagro.com…”, por modo que, bien puede 

inferirse que este era el canal idóneo para demostrar la constancia de remitida y 

entregada de la factura, pero, de forma sorpresiva, según lo corrobora la 

documental, la misma gerente de la empresa Gextión celebrante del aludido 

contrato, decide entenderse directamente con el contador Oscar Alberto Aguirre 

Restrepo, incluso, es la apoderada de la ejecutante quien preguntó al testigo de 
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la parte demandada si conoce el correo 

“director.contabilidad@ivanagro.com” para el cobro de la factura y este sin 

vacilar respondió que no, luego entonces, como se dijo, si no sabe el expediente 

la forma en que la factura fue remitida a las dependencias de la empresa y, tal 

constancia tampoco quedó plasmada en la factura misma, ¿cómo entonces 

deducir que fue aceptada en legal forma?  Tampoco existen actos o conductas 

internas de las que necesaria e inequívocamente pueda comprenderse la 

autorización del negocio o la aceptación de sus consecuencias. Ahora bien, 

cierto que el banco no conocía el contrato celebrado entre la empresa que creó 

la factura y la deudora, pues dicho contrato no tuvo publicidad, sin embargo, el 

art. 7° de la ley 1231 del 2008 le exigía enterarse al menos si realmente la 

factura fue firmada para su aceptación tácita por un empleado de la estructura 

administrativa de IVANAGRO S.A., mismo que tuviera dentro de sus funciones la 

de recibir las mercancías o certificar que se recibieron los servicios informáticos 

prestados, pero nada de eso atinó hacer el Banco AV Villas.    

 

7.3. Es que el peligro que conlleva una mala interpretación de lo 

que implica la aceptación tácita de la factura cambiaria puede conllevar a que el 

adquirente de ella por endoso u otro medio se quede corto en hacer lo posible 

para que no vaya incurrir en una culpa, pues si bien la aceptación tácita traduce 

una inacción del obligado para reclamar su contenido, tampoco implica per se el 

reconocimiento automático de lo consignado en ella para otorgarle esa 

ejecutabilidad propia del título valor, pues, de no entenderse así, cualquier 

persona podría crear o emitir una factura y hacerla firmar por un empleado de la 

deudora que entre en connivencia con el falsario creador de la factura, logrando 

que la firma se produzca ya sea dentro de las instalaciones de la misma 

empresa o en cualquiera otro lugar, pero siempre a espaldas del deudor, para 

de ahí hacer creer que la mercancía sí se recibió o que el servicio sí se prestó, 

quedando de ahí en adelante simplemente esperar que transcurran tres días y 

demostrar el descuido de no objetarla o no contestar un correo electrónico que 

no está convenido contractualmente para recibirla y certificar su recibo y que así 

quede cambiariamente obligado el deudor aceptante, lo cual sería una completa 

desnaturalización de ese instrumento negocial. 

 

7.4. Así mismo, contrario a lo que sugiere el establecimiento 

bancario recurrente, mal podría hablarse de una suficiencia en la rúbrica con la 

plasmación de un sello que coincida mecanográficamente con el nombre, 

mailto:director.contabilidad@ivanagro.com
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membrete o razón social de la compañía ejecutada, pues aún 

restaría por averiguar el propósito de asentir al contenido de esos documentos, 

merced a que, el sello es una simple formalidad que se maneja en cualquier 

empresa organizada, de ahí que la Corte Suprema de Justicia haya explicado 

que “es inaceptable que por firma se tenga “…el símbolo y el mero membrete que 

aparece en el documento anexado por la parte actora con el libelo incoativo del 

proceso…”7.  Esta misma sentencia trae a cuento una ocasión jurisprudencial de 

esa corporación para advertir que: “…Sobre el particular, en sentencia de 15 de 

diciembre de 2004, expediente 7202, se dijo que la suficiencia de la rúbrica en un 

negocio jurídico “o en cualquier otro acto público o privado, no depende, ni jamás ha 

dependido, de la perfección de los rasgos caligráficos que resulten finalmente impresos 

en el documento, sino que su vigor probatorio tiene su génesis en la certeza de que el 

signo así resultante corresponde a un acto personal, del que, además, pueda 

atribuírsele la intención de ser expresión de su asentimiento frente al contenido del 

escrito. Así, la sola reducción permanente o temporal de la capacidad para plasmar los 

carácter (sic) caligráficos usualmente utilizados para firmar deviene intrascendente si, a 

pesar de ello, no queda duda de que los finalmente materializados, aún realizados en 

condiciones de deficiencia o limitación física emanan de aquel a quien se atribuyen, 

plasmados así con el propósito de que le sirvieran como de su rúbrica”. (resalto original 

del texto). 

 

Luego, entonces, no puede el banco demandante venir a sostener 

ante el Tribunal que no tenía por qué en la operación de Factoring interesarse 

por averiguar nada, pues era suficiente con que le transfirieran el derecho 

cambiario por endoso y eso bastaba, olvidándose que frente a esta clase de 

operaciones de Factoring o compra de cartera, debe obrar con la mayor 

experticia y sigilo profesional frente a los riesgos que asume y era tanto el riesgo 

que la misma entidad sabía que estaba asumiendo, que por eso exigió que el 

endoso se le hiciera con responsabilidad, luego, no puede venir a excusarse en 

que nada tenía que averiguar, cuando en una hoja adherida a la factura se le 

puso de presente la cesión de la factura al deudor obligado, misma 

comunicación que no se hizo al representante legal de la empresa y aunque sea 

cierto que el endoso no tiene que ser aceptado, de todas maneras eso debió 

prender las alarmas del banco, quien como profesional en ese tipo de 

operaciones debió como mínimo verificar si ese correo electrónico correspondía 

con el representante legal de la entidad deudora, pero nada de eso hizo. 

                                                           
7 CSJ. STC20214-2017 Radicación n.° 11001-02-03-000-2017-02695-00. M.P. Margarita Cabello Blanco 
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7.5. Es que en parte alguna la sociedad demandada ha dado 

pie para que se crea que se compraron o se prestaron los servicios informáticos 

de que trata la factura GX-305, o, que tan siquiera fueron requeridos en los 

términos contractuales referidos, como para quedar vinculada cambiariamente. 

Por el contrario, dirige todos sus esfuerzos probatorios a demostrar que no se 

prestó ese servicio informático con fundamento en el cual se emitió la factura, 

por lo que para el efecto trajo a testimoniar al Ingeniero informático Walter 

Andrés Miranda Cardona y al señor Carlos Manuel Giraldo Duarte, este último, 

es el actual Gerente Tributario y Contable quien reemplazó al señor Oscar 

Alberto Aguirre, antiguo contador y suscriptor de la factura GX-305, implicado 

ahora mismo en un fraude frente a la empresa demandada.  

 

El primero de ellos, es decir, el Ingeniero Andrés Miranda 

Cardona, explicó que sus funciones al interior de la empresa como Director 

Informático, son las de coordinar y autorizar los proyectos informáticos y 

garantizar el acceso y seguridad de los datos de la empresa, que todos los 

proyectos informáticos tienen que pasar por sus manos y ser revisados por él, y 

nunca recibió proyecto alguno por parte de la sociedad Gextión, como tampoco, 

para la fecha en que se emitió la factura, el 15 de noviembre de 2019 autorizó 

proyecto informático alguno. 

 

Entre tanto, el señor Carlos Manuel Giraldo Duarte adujo en su 

declaración, que sus funciones al interior de la empresa Ivanagro S.A., consisten 

únicamente en asegurar la información contable de la compañía, gestionar las 

cuentas por cobrar y por pagar y dirigir el proceso de cartera y proveedores, que 

en ningún momento tenía asignadas funciones de representación de la empresa. 

Este testigo, fue tachado de sospechoso por la actora, pero en verdad, no se 

observa en su dicho ninguna proclividad a favorecer los intereses económicos 

de la demandada, pues, contrariamente, su testimonio no se resiente con la 

documental obrante en el proceso, como viene a ser el certificado de existencia 

y representación de la compañía. 

 

8. Ineficacia de la factura cambiaria. Todo lo anterior es prueba 

suficiente para llegar a la convicción sobre la ineficacia e inexistencia de ese 

vínculo previo, que hace que la orden de seguir adelante no sea viable. Si lo 

fuera, ello equivaldría a señalar que con la sola existencia formal de la factura 

cambiaria sería suficiente para demostrar la existencia del negocio causal, pero 
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así no puede funcionar el instrumento, si previamente entre las 

partes no existe un vínculo contractual que justifique la creación de la factura 

cambiaria de compraventa, negocio jurídico que nunca ocurrió, puesto que la 

parte demandada demostró que nunca recibió la prestación de los servicios 

informáticos que el demandante alega, mismos que según la misma 

demandante consistieron en “…desarrollo de software en la nube para 

proyectos…”, servicio supuestamente prestado por la sociedad Gextión: Grupo 

De Expertos En Gestión E Innovación S.A.S. a la demandada Ivanagro S.A.S., 

pero ninguna prueba demostró al menos sumariamente el banco demandante, 

de que se hayan comprado o prestado realmente tales servicios informáticos en 

favor de Ivanagro SAS, mientras que la parte ejecutada sí desvirtuó que se haya 

verificado esa compraventa de servicios, sin que sea posible admitir la 

aceptación tácita que el banco demandante alega con insistencia, para por ahí 

mismo sostener que contra ella -como adquirente de la factura en Factoring y 

por endoso-, no pueden proponerse ni prosperar las excepciones cambiarias 

causales, cuando la verdad es que sí le caben las excepciones causales. 

 

Estima la sala, entonces, que nos encontramos ante la 

inexistencia del título valor denominado factura cambiaria de compraventa, pues, 

de acuerdo con el artículo 620 del C de Comercio, los documentos y los actos a 

que se refiere este título sólo producirán los efectos en él previstos cuando 

contengan las menciones y llenen los requisitos que la ley señale, salvo que ella 

los presuma; mientras que el artículo 772 del mismo C de Co., dice que la 

factura cambiaria de compraventa es un título valor que el vendedor podría librar 

y entregar o remitir al comprador y, en el inciso segundo, se dispone que, “no 

podrá librarse factura cambiaria que no corresponda a una venta efectiva 

de mercaderías entregadas real y materialmente al comprador”, por lo que 

al tenor de dichas reglas y, en concordancia con el artículo 897 del C de 

Comercio: “Cuando en este código se exprese que un acto no produce 

efectos, se entenderá que es ineficaz de pleno derecho, sin necesidad de 

declaración judicial”, lo que implica que no estamos frente a una factura 

cambiaria de compraventa, misma que resultó ineficaz, circunstancia que de 

quedar probada en el proceso -como aquí ha ocurrido-, puede ser declarada de 

oficio por el juez, según lo autoriza el artículo 282 del CGP, toda vez que en 

cualquier tipo de proceso, cuando el juez halle probados los hechos que 

constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia y 

eso es lo que aquí ha sucedido, que frente a la inexistencia del título valor, así 
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deberá declararse y por esa única y potísima razón es que no 

puede continuarse con la ejecución. 

 

8.2. Lo que se viene comentando nos sirve para advertir también 

que principios como el de la autonomía de los títulos valores, al que se aferra la 

parte demandante a lo largo de su censura, se relativizan al verse debilitados 

por los antecedentes de las negociaciones y la forma en que se dio la supuesta 

aceptación de las obligaciones que aparecen cargadas cambiariamente a la 

sociedad ejecutada. Por ahí mismo, el establecimiento bancario ejecutante, 

alega que es tenedor de buena fe exenta de culpa, dado que la factura llegó a 

ella a través de una operación de factoring o de compra de cartera con la 

empresa emisora de la misma y que la decisión de no continuar con la ejecución 

hiere de muerte a dichos negocios jurídicos. 

 

8.3. Con relación a la buena fe exenta de culpa, el profesor 

Bernardo Trujillo Calle advierte que “cuando se requiere que la buena fe sea exenta 

de culpa para que el sujeto que posee un título adquiera el amparo de la ley frente 

al demandado, es porque ese tenedor no puede acogerse a una mera actitud 

pasiva. Debe, en consecuencia, probar en cierta forma, su buena fe. Que obró con 

prudencia, con diligencia, sí, pero que también se preocupó por establecer 

debidamente, como persona vigilante, que no existiera error, mala fe de su 

tradente, algo sospechoso en el hecho o contrato efectuado. En suma, todo un 

cúmulo de exigencias que realcen actitud positiva. (…) Pero la regla de que aún la 

buena fe exenta de culpa se presumirá, vino a colocar al tenedor en una posición de 

verdadero privilegio, y cada vez que el Código de Comercio hable de un tenedor de 

buena fe exenta de culpa, sabemos ya que es como si estuviera diciendo: Presumo 

que usted ha sido cuidadoso al tomar el título valor por averiguar la pureza del 

documento, el dominio que sobre él ejercía su tradente, la ausencia de vicios en el 

contrato subyacente, que usted ha obrado como sujeto cuidadoso, diligente, y no 

solamente sin malicia. En suma, que su posición de tenedor es intachable. De allí que, 

si alguien alega su mala fe, o la culpa suya en la adquisición de un título vicioso o de 

persona que no era dueña, o que usted conoció o debió conocer determinado 

hecho en relación con su derecho de tenedor, deberá probarlo…”8 

 

8.4. Se pregunta la Sala ¿En la hipótesis que aquí se pregona, es 

un despropósito jurídico exigir a una entidad bancaria que indague sobre la 

                                                           
8 De los Títulos Valores, Manual Teórico Práctico, Tomo I, Parte General, Sexta Ed. Librería El Foro de la 
Justicia, páginas 533 y 534. 
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veracidad y validez del negocio subyacente que dio origen a la 

factura? ¿esa información era difícil de detectar por la entidad financiera Banco 

A.V. Villas S.A.? La respuesta es no y la razón es la siguiente: destáquese 

inicialmente, la especial obligación que el ordenamiento jurídico impone a las 

entidades financieras sobre el cumplimiento de estándares más estrictos de 

diligencia como profesional autorizado por la ley 1231 de 2008 para la compra 

de cartera al descuento (factoring), punto en el cual, lo mínimo que se exige es 

realizar un estudio sagaz, serio y detallado sobre la negociación que va a 

realizar, es un simple procedimiento de conocimiento de los clientes y de la 

información que corresponde auscultar para autorizar cualquier transacción.  

 

8.5. Siguiendo esa línea y aunque desconoce la Sala los 

pormenores de ese producto financiero que la entidad Bancaria ejecutante le 

ofreció y concertó con la empresa Gextion: Grupo De Expertos En Gestión E 

Innovación S.A.S., lo cierto es que el factoring, es un negocio jurídico que 

permite proporcionar liquidez a la micro, pequeña o mediana empresa, la libera 

de los sobrecostos que le genera dedicarse al cobro de su cartera no siendo 

profesional en este ramo, como si lo es, la entidad financiera, así como la 

libera de los engorrosos trámites del cobro, por eso se la endosa o se la cede a 

aquella. Ante todo, de los diferentes tipos de operaciones de factoring, el más 

socorrido es el denominado “factoring con recurso”, descrito en el artículo 2 

numeral 6° del decreto 2669 de 2012, que a letra señala “…6. Factoring con 

recurso: Es la operación de factoring en la cual el factor no asume el riesgo de la 

cobranza de los créditos que se le transfieren y el cedente o el endosante, 

responden ante los posteriores adquirientes del título por la existencia y por el 

pago de las acreencias objeto de negociación…”. En otras palabras, bajo esta 

figura, la responsabilidad última del pago ante el factor o la entidad bancaria, la 

tiene el empresario que negocia la cartera, en este caso Gextión: Grupo De 

Expertos En Gestión E Innovación S.A.S., ello explica por qué, la entidad 

financiera ejecutante Banco AV Villas S.A., exigió la factura endosada con 

responsabilidad, es decir, no asumió mayores riesgos, pues, a la postre, por el 

lado que se le mire, la endosante responderá del pago del título valor.  

 

Entonces, por qué no fue diligente más allá de exigir la firma con 

responsabilidad, si a la mano tenía una hoja adherida en la que consta la 

comunicación de la creadora de la factura a la deudora sobre la cesión de dicha 

factura, cosa que debió llamarle la atención al banco AV Villas, en el sentido de 
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que si no era necesario obtener del deudor la aceptación de la 

cesión de un título valor, luego, por qué lo hacía la cedente o endosante, acaso 

sería para producir confianza en la legitimidad de la factura y evitar que el banco 

esculcara la verdad sobre la venta real del servicio de Software que dice haber 

prestado la endosante, máxime cuando había serios indicios que llevaban a 

maliciar el por qué es el mismo señor Oscar Alberto Aguirre Restrepo el que 

aparece recibiendo supuestamente la factura y resultó ser el mismo a quien se 

le comunicó o notició la cesión de la factura, lo que curiosamente se hizo 

directamente a su correo y no al correo contractual, circunstancia que debió 

llamar la atención del banco en la operación de la compra de cartera o factoring, 

pero omitió verificar y ahora no puede venir a beneficiarse de su propia incuria. 

 

8.6. La doctrina estudia las obligaciones especiales que asumen 

las partes en este tipo de operaciones, así, a cargo de la empresa de factoring 

se encuentran “…(i) obligación de cobro de los créditos cedidos; (ii) obligación 

de pagar los créditos aprobados; (iii) obligación de investigar el crédito objeto 

de la cesión; (iv) obligación de información; (v) demás obligaciones que se 

pacten9. 

 

8.7. Es entonces una carga elemental de un profesional del 

comercio, como es un establecimiento bancario, especialmente en lo relativo a 

compra de cartera condensada en títulos valores, informarse a sí mismo, para 

verificar antes de negociar un título a la orden, de origen causal y concreto, 

como viene a ser una factura cambiaria de compraventa, misma que es 

representativa de un servicio prestado y por eso es un título valor con origen 

causal visible, haciéndose muy fácil y posible verificar si en realidad se prestó el 

servicio y por la cuantía señalada, para el efecto, podría servirle como alerta, 

que quien se anuncia como suscriptor de la misma, no era la persona autorizada 

en la empresa para firmar la factura, máxime cuando a esa misma persona fue 

que se le notificó a su correo la cesión de la factura, lo que le imponía al Banco 

AV VILLAS indagar al menos sobre cuál era la persona registrada en el 

certificado de existencia y representación de la sociedad ejecutada, pues dicha 

facultad de negociación se encontraba reservada al gerente, al dejarse 

estatutariamente consignado como funciones del mismo: “…Autorizar con su 

firma todos los documentos públicos o privados que deban otorgarse en desarrollo de 

                                                           
9 Arrubla Paucar. Jaime Alberto. Contratos Mercantiles. t. III. Contratos Atípicos, Biblioteca Jurídica Dike. 7° ed. 

Bogotá, pág. 220-221. 
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las actividades sociales en intereses de la sociedad…”,  al pasar 

por este punto, ha de corregirse la acreditación de la falta de representación o 

poder bastante deducida por el funcionario de primera instancia, por lo menos, 

en cuanto la persona a la cual se le notificó la cesión del título valor, quien 

curiosamente fue la misma que firmó la factura para la aceptación tácita, amén 

que si no hay cimientos en el negocio que originó la factura, es inane elucubrar 

sobre la capacidad del funcionario que obligó cambiariamente a la sociedad 

ejecutada para poder exigir su importe, por evidente sustracción de materia. 

 

Por consiguiente, en un escenario como el aquí planteado, era 

prudente que el banco hubiese sido más diligente al momento de celebrar la 

operación de factoring con la empresa proveedora Gextión: Grupo De Expertos 

En Gestión E Innovación S.A.S., conducta que se espera de una entidad 

bancaria en ejercicio de esa sagacidad de comerciante que muestra a diario en 

cada negociación. Pero, lo cierto es que a falta del mentado negocio o 

prestación del servicio que dio origen a la factura, a que se viene haciendo 

referencia, la parte ejecutante, so capa de ser tenedora de buena fe exenta de 

culpa, sólo atinó a presentar para exigir el cobro por la vía ejecutiva la mentada 

factura que, por lo visto, lejos estuvo de ser conocida por la empresa ejecutada 

y, menos, acordada como medio de pago de determinado servicio. 

 

8.8. No es que se esté imponiendo al banco la carga de 

demostrar la buena fe exenta de culpa, como lo sugiere el recurrente, lo que 

ocurre es que, la mala fe, que fue alegada por la sociedad ejecutada bajo el 

entendido que debió conocer determinado hecho en relación con el derecho 

cambiario que ejerce como tenedor del título, se halla demostrada a partir de los 

medios de convicción allegados al plenario y, por ende, logra deducirse que no 

existe esa buena fe exenta de culpa de la entidad financiera, en los términos 

indicados. 

 

8.9. Tampoco es que se esté hiriendo de muerte a negocios como 

el factoring, pues, el hecho que el servicio incorporado en la factura haya 

resultado incobrable a ojos del factor aquí ejecutante, no implica que sea 

decisión antieconómica en la trágica magnitud que narra el impugnante, según 

dice, se trata de “…un atentando contra el mercado nacional…”, simplemente, 

se está materializando un riesgo -que ni siquiera asumió-, pues no se puede 

dotar de ejecutabilidad la factura en contra de la sociedad demandada Ivanagro 
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S.A., dado el acontecer en que se emitió, el cual destruye la 

eficacia de la misma para el recaudo que se pretende por la vía ejecutiva y, 

recuérdese que, a trasluz de la ley 1231 de 2008, fue que se trató de formalizar 

dicha actividad de factoring10, unificando la factura como título valor y, como 

mecanismo de financiación para el micro, pequeño y mediano empresario, 

contexto a partir del cual se entiende perfectamente la flexibilidad de la norma 

que hace tan asequible la acción cambiaria con la factura, pero ello no implica 

que se deban desconocer los parámetros fijados por la ley 1231 de 2008 y 

las leyes comerciales pertinentes, respecto de la emisión y circulación de 

la factura como título valor. 

 

9. En conclusión, como en este caso, no se demostró que el 

servicio que se cobra en las facturas se prestó o fue requerido por la sociedad 

demandada Ivanagro S.A.S., para efectos de la aceptación del título valor, es 

por lo que no es posible seguir adelante con la ejecución. 

 

10. Las costas de segunda instancia también quedan a cargo de 

la parte apelante, a quien le fue resuelto de manera desfavorable el recurso. (art. 

366 del C. G. del P.) 

 

De esta manera, y por las razones expuestas, el Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Cuarta Civil de Decisión, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR, por las razones del Tribunal, la 

sentencia proferida por el Juzgado Décimo Sexto Civil del Circuito de Medellín 

el pasado 08 de marzo de 2021, al interior de este juicio ejecutivo, 

modificándola, sin embargo, para declarar la ineficacia del Título Valor Factura 

                                                           
10 A voces de la Corte Constitucional en sentencia C- 882/2014 “aunque en sus comienzos se caracterizaba como 
un contrato atípico, el factoring ha sido objeto de una creciente regulación en Colombia. En principio a través de la 
Ley 1231 de 2008, en la que a propósito de las transformaciones de la factura como título valor se establecieron 
algunos requisitos para las personas naturales o jurídicas dedicadas a la prestación de servicios de compra de 
cartera al descuento. Posteriormente, los Decretos 3327 de 2009 y 2669 de 2012, incluyeron un conjunto de normas 
que determinan el alcance de este negocio jurídico, a la vez que especifican las obligaciones que se asumen por 
quienes actúan en calidad de factor. En particular, este último establece el marco regulatorio aplicable a las 
sociedades comerciales no sometidas a la vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia o de la 
Superintendencia de Economía Solidaria y tengan como objeto social exclusivo la actividad de factoring. A ellas se 
suma la Ley 1676 de 2013, cuyo Título IX (artículos 86 a 89) tiene por objeto regular la actividad del factoring, 
modificando algunas de las disposiciones de la Ley 1231 de 2008, y dentro del cual se inserta la norma demandada. 
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cambiaria de Compraventa que se cobra, de conformidad con 

las consideraciones en que está sustentada la presente providencia. 

 

SEGUNDO: Se condena en costas de segunda instancia a la 

parte demandante, para el efecto, en su momento procesal, se fijarán las 

respectivas agencias en derecho por el magistrado sustanciador. 

 

TERCERO: Remítase el expediente de la referencia al Juzgado 

de origen, previas las anotaciones de Ley. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 
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